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Tablas sobre el financiamiento de
los partidos políticos y

las campañas electorales
en América Latina

APENDICE 1



Las catorce tablas que aquí presentamos, ofrecen información sistematizada sobre
las regulaciones relativas al financiamiento de los partidos políticos y las campañas
electorales en los 18 países de América Latina cubiertos por el estudio.

La información incluida en las tablas fue obtenida de dos fuentes principales:
a) los aportes de los investigadores que realizaron los estudios de caso nacionales y
las fichas respectivas y, b) las principales normas legales que regulan el tema del
financiamiento político en cada uno de los 18 países.

Los datos contenidos en las tablas están organizados por país, y éstos a su vez
se han ordenado alfabéticamente para facilitar su consulta.

Cabe señalar que en ciertas circunstancias en las que la interpretación de las
normas resultaba ambigua, se consultó a expertos académicos y de las entidades
encargadas de vigilar y aplicar las normas en los distintos países, a fin de obtener
las aclaraciones pertinentes. En estos casos se han incluido las anotaciones y
explicaciones correspondientes.

Contenido de las tablas

Tabla 1. Año de introducción del financiamiento público de los
partidos políticos y las campañas electorales en América Latina

La tabla 1 muestra que todos los países de América Latina han regulado el
tema del financiamiento  público de los partidos y las campañas electorales. 

En algunos casos estas regulaciones fueron pioneras, como en Uruguay (1928),
Costa Rica (1949), Argentina (1957 y 19611) y Perú (1966).  Por su parte, México,
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1 Argentina incorporó en 1957 el financiamiento público indirecto y en 1961 el directo.



Nicaragua y Venezuela regularon en los años 70, sin embargo este último país, en
sentido contrario al resto de la región, eliminó en 1999 el financiamiento público
que había introducido en 1973. 

En la mayoría de los países las regulaciones se incorporaron a partir del inicio
de la Tercera Ola, empezando con Ecuador en 1978; seguido por Honduras, El
Salvador, Colombia, Guatemala y Chile,  todos en la década de 1980; y Paraguay,
Brasil, República Dominicana, Panamá y Bolivia, en la década de 1990. Más
recientemente, en 2003, Chile y Perú incorporaron el financiamiento público
directo. 

Tabla 2. Países con financiamiento público en América Latina 

En la tabla 2 se observa que el 94% de los países latinoamericanos cuenta con
financiamiento público. Asimismo, a partir del establecimiento en el 2003 del
financiamiento público directo en las legislaciones peruana y chilena,  se consolidó
una tendencia en la región a instaurar en todos los países – salvo en el caso de
Venezuela- el sistema de financiamiento estatal compuesto (directo e indirecto).
Esta modalidad de financiamiento combina los aportes en dinero, bonos o
préstamos (financiamiento directo), con el otorgamiento de facilidades en cuanto a
servicios, infraestructura, exoneraciones, acceso a los medios de comunicación,
entre otros (financiamiento indirecto). 

Tabla 3. Actividades objeto de financiamiento público directo 
en América Latina

En la tabla 3 se observa que la mayor parte de los países latinoamericanos
otorga financiamiento estatal para actividades electorales y partidarias (59%).
Asimismo, un 35% de los países brinda este tipo de financiamiento para actividades
puramente electorales, y solamente un país (Perú) cuenta con aportes estatales para
uso partidario no electoral. Destaca también una tendencia en la región a favor del
financiamiento público para el  fortalecimiento y desarrollo institucional de los
partidos, incluidas actividades tales como la investigación, la formación y la
capacitación de cuadros partidarios. Tal es el caso de Argentina, Bolivia, Brasil,
Colombia, México, Panamá y Perú. 

Tabla 4. Financiamiento público directo en América Latina: 
condiciones para acceder al financiamiento y barrera legal

Los aportes del Estado en la región se distribuyen, en primer lugar, con base en
la fórmula de proporcionalidad en relación con el número de votos obtenidos en
las últimas elecciones (53% de los países) y, en segundo, mediante un método
combinado en que una parte se asigna equitativamente entre todos los partidos y
la otra de acuerdo con la fuerza electoral (47% de los países). 

La tabla muestra, asimismo, que en la mayoría de países (65%) se prevé algún
tipo de barrera legal para tener acceso al financiamiento público. Estas refieren,
específicamente, a que los elegibles para el subsidio mencionado obtengan un
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porcentaje mínimo de votos o que cuenten con representación parlamentaria.

Tabla 5. Momento del desembolso del aporte público 
directo con fines electorales en América Latina

Un elemento que incide en la equidad de la contienda, se refiere al momento
del desembolso del financiamiento directo. Esto es importante porque cuando no
se prevé expresamente un sistema especial para incluir o dar facilidades a los
nuevos o pequeños partidos, se corre el riesgo de poner en situación de desventaja
a aquellas fuerzas políticas que participan por  primera vez. En este sentido, si la
entrega del subsidio se realiza con posterioridad a las elecciones, es dable pensar
que se desfavorece a aquellos partidos de reciente creación, con menores recursos
financieros o con menor capacidad crediticia. No obstante ello, el subsidio posterior,
que adquiere más bien la calidad de reembolso, puede tener efectos positivos en lo
relativo al control de los gastos electorales. 

En este campo específico, la tabla 5 muestra que si bien en los países de
América Latina no existe un patrón homogéneo en cuanto al desembolso del
financiamiento público, prevalece el sistema que lo divide en un monto anterior y
otro posterior a los comicios (53%), seguido por el mecanismo de reembolso que
se realiza después de las elecciones (29%). Un solo país entrega el aporte público
antes de las elecciones (6%).

Tabla 6. Rubros del financiamiento público indirecto en América Latina

Como se observa en la tabla 6, en casi la totalidad de los países de la región se
contempla el financiamiento público indirecto como un apoyo estatal comple-
mentario, que se hace efectivo mediante servicios, infraestructura, incentivos y
apoyo en especie para las actividades partidistas. Aunque en los países de América
Latina no existe un solo sistema de financiamiento público indirecto, podemos
señalar que las modalidades más importantes son: el acceso a los medios de
comunicación, públicos o privados (76%); la exención de impuestos o exone-
raciones (53%) y, los incentivos para la divulgación de programas o distribución de
publicaciones (47%). En menor medida, algunos países (23%) facilitan el uso de
edificios públicos para actividades políticas. Solo en dos casos (12%)  se contempla
específicamente transporte a los partidos como contribución estatal.

Tabla 7. Prohibiciones y límites a las contribuciones privadas 
en América Latina: por origen y monto

La lectura de la tabla 7 muestra que en el 72% de los países de la región se ha
establecido prohibiciones a las contribuciones privadas según su origen. De igual
forma, se observa que el 50% de los países ha impuesto límites al monto de las
contribuciones privadas.
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Tabla 8. Prohibiciones en cuanto al origen de las contribuciones 
privadas en América Latina

En América Latina, fenómenos como el tráfico de influencias, la captura de la
agenda del Estado y los escándalos de corrupción política, todos riesgos asociados
al financiamiento privado, han determinado que, como se observa en la tabla 8, la
mayoría de los países (72%), haya introducido prohibiciones en cuanto a su origen,
destacando, en primer lugar, aquellas provenientes de gobiernos, instituciones o
individuos extranjeros (67%); en segundo lugar las contribuciones de contratistas
del Estado (50%) y en tercer lugar, las donaciones anónimas (44%). 

Solamente Colombia, El Salvador, Guatemala, Panamá y Uruguay (28%) no
establecen regulación alguna en esta materia.

Tabla 9. Límites al monto de las contribuciones privadas 
en América Latina

La tabla detalla los límites que se han establecido para las contribuciones
privadas en los nueve países de América Latina que los regulan (50%). 

Los límites se refieren al establecimiento de montos máximos a los aportes, y
son definidos según variados sistemas de cálculo. Algunos de los criterios adoptados
para el establecimiento de esos montos máximos, son los siguientes: i) como un
porcentaje de los gastos permitidos por partido (Argentina); ii) como un porcentaje
del presupuesto anual de la organización política (Bolivia); iii) como un porcentaje
de los ingresos anuales de las personas físicas, o de la facturación de las personas
jurídicas (Brasil); iv) múltiplos del salario mínimo mensual (Costa Rica, Paraguay);
v) como un porcentaje del monto máximo de gasto electoral autorizado para cada
dignidad (Ecuador) y; vi) como un porcentaje del monto total del financiamiento
público dado a los partidos (México). Chile y Perú, por su parte, calculan los
montos con base en unidades de fomento y unidades impositivas tributarias,
respectivamente.

Tabla 10. Acceso a los medios de comunicación en América Latina

La tabla 10 muestra que la mayoría de los países (76%) confiere a los partidos
espacios gratuitos en los medios de comunicación electrónicos, sobre todo en la
televisión pública. Cabe destacar los casos particulares de Brasil y Chile, en los que
se ha introducido la franja electoral gratuita y la franja para expresión de
pensamiento partidario en tiempo interelectoral. En ambos países, aunque con
algunas diferencias, se prohíbe a los partidos la compra de espacios2.

Con respecto a la distribución de tiempos y espacios, se observa en la región la
tendencia a otorgar este tipo de financiamiento indirecto combinando criterios de
equidad y de fuerza electoral. Así, de los 13 países que otorgan espacios a los
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2 Brasil prohíbe en la televisión la propaganda electoral comercial, garantizándoles a cambio a los partidos una
franja diaria de publicidad gratuita durante la campaña electoral. Chile, por su parte, prohíbe la contratación en
televisión abierta, en donde otorga la franja gratuita, pero es posible contratar propaganda electoral en
radioemisoras, televisión por cable y prensa escrita.



partidos,  un 62% se fundamenta en la equidad para la asignación de espacios, y
un 31% combina esta última y la fuerza electoral y/o la representación parlamen-
taria. Cabe destacar el caso de Chile, que  para las elecciones presidenciales otorga
los espacios con base en criterios de equidad, y para las elecciones parlamentarias
los asigna a partir de la fuerza electoral de los partidos. 

Tabla 11. Rendición de cuentas y divulgación en materia 
de financiamiento de la política en América Latina

La tabla 11 evidencia que, a excepción de El Salvador y Uruguay, la mayor
parte de los países latinoamericanos (89%) ha incorporado en sus legislaciones la
obligación de rendir cuentas. La rendición la deben hacer fundamentalmente los
partidos (89%), y solo en 6 países (33%) se pide también a los candidatos el
cumplimiento de este requerimiento. En ningún país se contempla la rendición de
cuentas por parte de los donantes privados.

En relación con la divulgación de los datos, se observa en la región una
tendencia hacia la apertura de la información a los ciudadanos, aunque ésta es aún
incipiente y se refiere principalmente a la publicación en gacetas y diarios oficiales.
En efecto, solo un 39% de los países ha regulado la práctica de divulgar la
información sobre los ingresos y gastos de los partidos. Cabe señalar, no obstante,
que aunque en un 61% de los países no hay aun regulación específica sobre este
tema, en algunos casos, como Bolivia y Chile, se da algún grado de divulgación en
la práctica.

Tabla 12. Órganos de control del financiamiento de la política 
en América Latina

La tabla 12 muestra que en casi todos los países de América Latina (94%)
existe algún órgano encargado del control y la fiscalización del financiamiento de
los partidos, tarea que ha sido asignada en la mayoría de los casos a los organismos
electorales. De igual forma, se observa que en algunos países (Costa Rica,
Nicaragua, Panamá y República Dominicana) coadyuva en la labor de control la
Contraloría General de la República.

Tabla 13. Régimen de sanciones en materia de financiamiento 
de la política en América Latina

La tabla 13 muestra que la mayoría de los países prevé un régimen de
sanciones dirigido a castigar la inobservancia de la legislación sobre el finan-
ciamiento de los partidos y las campañas electorales. Entre éstas prevalecen, por un
lado, las penas pecuniarias (72%) y, por el otro (aunque en menor medida) las
sanciones administrativas (50%) que conllevan, en algunos casos, la eliminación
del registro partidario o bien la reducción o suspensión de los fondos estatales para
los partidos que han violado la ley. De igual modo, un 39% de los países contempla
sanciones penales para candidatos y un 35% para donantes.
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Tabla 14. Resumen de los textos legales sobre financiamiento de
partidos políticos y campañas electorales en América Latina

Esta tabla ofrece el detalle de las principales fuentes normativas que, en cada
país, regulan el financiamiento de los partidos políticos y las campañas electorales.
Asimismo, se indican los artículos de referencia para cada texto legal. La totalidad
de estos instrumentos legales se encuentran en el Apéndice 4 (CD-Rom) de esta
obra.
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